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Corte Constitucional
	 
  
          COMUNICADO No. 36
               Septiembre 10 y 11 de 2013


La exigencia de voto favorable del Gobierno Nacional para aprobar los proyectos financiados con recursos del Sistema Nacional de Regalías y la determinación de la entidad ejecutora, vulneran los principios de descentralización y autonomía de los entes territoriales 

	  IV. EXPEDIENTE D-9538  -  SENTENCIA  C-624/13  (septiembre 11)
        M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub



1.
Norma acusada

LEY 1606 DE 2012

(diciembre 21)

Por la cual se decreta el presupuesto del Sistema General de Regalías para el Bienio del 1o de enero de 2013 al 31 de diciembre de 2014
ARTÍCULO 31. APROBACIÓN DE PROYECTOS EN LOS FONDOS DEL SISTEMA GENERAL DE REGALÍAS. En desarrollo del mandato previsto en el inciso 8o del artículo 361 de la Constitución Política, los proyectos de inversión susceptibles de financiamiento por los Fondos de Desarrollo Regional y del Fondo de Ciencia, Tecnología e Innovación, para su aprobación y designación de la entidad pública ejecutora deberán contar con el voto positivo del Gobierno Nacional. 

Así mismo y en desarrollo de lo previsto por el inciso 9o del artículo 361 de la Constitución Política, los proyectos de inversión susceptibles de financiamiento con cargo al 60% del Fondo de Compensación Regional deberán contar con el voto positivo del Gobierno Nacional. 

2.
Decisión

Declarar INEXEQUIBLE el artículo 31 de la Ley 1606 de 2012 “Por el cual se decreta el Presupuesto del sistema General de regalías para el Bienio del 1º de enero de 2013 al 31 de diciembre de 2014”, por las razones expuestas en esta providencia.

3.
Síntesis de los fundamentos 

Correspondía a la Corte determinar, si el artículo 31 de la ley 1606, según el cual es necesario que el Gobierno Nacional otorgue su voto favorable para que un proyecto sea susceptible de financiación por los fondos de Ciencia, Tecnología e Innovación, Desarrollo Regional y Compensación Regional –en este caso con el 60% del fondo-, así como para la designación de sus ejecutores, se opone al artículo 361 de la Constitución –sobre el nuevo Sistema General de Regalías- y limita de forma inconstitucional los principios de descentralización y autonomía de las entidades territoriales, específicamente, la facultad de estas últimas de gestionar sus intereses, fijar sus prioridades de desarrollo y administrar sus recursos.

Después de examinar el alcance de los principios de autonomía y descentralización de las entidades territoriales, analizar el papel de estas últimas en el nuevo Sistema General de Regalías, y realizar una integración normativa de las expresiones acusadas con todo el enunciado del artículo 31, la Sala Plena concluyó que la exigencia del voto favorable del Gobierno Nacional constituye una limitación desproporcionada del principio de autonomía, así como un desconocimiento de la participación activa y efectiva que el Constituyente quiso otorgar a los departamentos, municipios y distritos en la toma de decisiones sobre la inversión de los recursos de las regalías, particularmente aquellos orientados a promover el desarrollo regional, de conformidad con el artículo 361 superior.

En primer lugar, a juicio de la Corporación, los principios de autonomía y descentralización otorgan a las entidades territoriales las facultades de gestionar sus intereses, fijar sus prioridades de desarrollo y administrar sus recursos. Si bien es cierto las regalías son un recurso exógeno de esos entes y, por tanto, el Legislador goza de una mayor libertad para regular su distribución, ello no significa que pueda imponer limitaciones desproporcionadas o privar a los departamentos, municipios y distritos de sus facultades respecto de esas importantes fuentes de financiación. 

A la luz de la anteriores consideraciones se concluyó que el artículo acusado establece una limitación desproporcionada de los principios de autonomía y descentralización, pues aunque a primera vista persigue un fin importante desde el punto de vista constitucional -la eficiencia en el uso de las regalías-, no emplea un medio idóneo para el efecto, ya que parte de premisas cuestionables que se fundamentan en prejuicios contra los gobiernos territoriales, lo que pone en duda la potencial eficacia de la medida. Además, la Corte observó que la limitación es desproporcionada en estricto sentido, puesto que, de un lado, existen otros mecanismos de control en cabeza del Gobierno Nacional, lo que hace que las ganancias en términos de eficiencia del artículo 31 sean tan solo marginales; y de otro, sacrifica de forma importante los principios de descentralización y autonomía, en tanto (i) no da igual trato a las entidades territoriales en el escenario de los órganos colegiados de decisión (OCAD) respecto del Gobierno Nacional, (ii) limita la eficacia de su participación en los OCAD, y (iii) entrega un poder de veto al Gobierno Nacional en materia de desarrollo, lo que impide a los departamentos, municipios y distritos gestionar sus intereses y definir sus prioridades en la materia. La Sala recordó que las regalías, dada la precariedad de las finanzas de muchas entidades territoriales, son una herramienta indispensable para promover el bienestar a través de la inversión y el gasto social.

En segundo lugar, la Corporación consideró que el precepto acusado también lesiona el artículo 361 de la Constitución –reformado por el acto legislativo 05 de 2011-, especialmente aquellos incisos que exigen, por una parte, acuerdo entre el Gobierno Nacional y las entidades territoriales para definir los proyectos que recibirán apoyo económico de los fondos de Ciencia, Tecnología e Innovación y Desarrollo Regional, y por otra, la participación mayoritaria de las entidades territoriales en los Órganos Colegiados de Administración y Decisión, OCAD. Con fundamento en una interpretación histórica, textual, sistemática y teleológica de la disposición constitucional, la Sala resaltó que éste exige que las entidades territoriales reciban igual trato y consideración que el Gobierno Nacional en los OCAD y tengan una participación eficaz en la toma de decisiones –de ahí que deban tener participación mayoritaria-. El poder de veto que el artículo censurado concede al Gobierno Nacional lesiona esos mandatos, toda vez que permite que este último imponga su voluntad a las entidades territoriales. 

En este orden de ideas, la Corte concluyó que el artículo 31 de la ley 1606 de 2012 es inconstitucional.

4.
Aclaraciones de voto

El magistrado Gabriel Eduardo Mendoza Martelo, formuló una aclaración de voto a la decisión de mayoría, la cual obedece a que, a su juicio, el fundamento de la inexequibilidad de la norma acusada, previa la indispensable integración que debió efectuarse, ha de entenderse circunscrita, en lo fundamental, a que, a no dudarlo, existe una evidente contradicción  entre el precepto constitucional que establece la necesidad de un “Acuerdo” entre las entidades territoriales  y el Gobierno Nacional a objeto de decidir cuáles proyectos regionales habrán de financiarse con los recursos de los Fondos de Ciencia, Tecnología e Innovación y de Desarrollo Regional, “Acuerdo” que, a simple vista, supone un dialogo o entendimiento en el que necesariamente deben evaluarse y ponderarse las razones aducidas por las partes llamadas a avenirse en sustento del punto de vista que se expone en aras de alcanzar la debida coincidencia o concertación de pareceres, no obstante lo cual la norma legal cuestionada incorpora una regla que otorga desmedida preeminencia a la posición del gobierno al sujetar directamente la “aprobación” y “designación de la entidad ejecutora de esos proyectos” al voto positivo de este último, circunstancia que, por su fuerte carga de unilateralidad, desdice de lo que cabe entender por un “Acuerdo”. Es en ese sentido que participa de la decisión de mayoría, la cual, valga aclarar, en modo alguno permite entender que la decisión sobre los proyectos a financiar y sobre quien los ejecuta pueda adoptarse sin que  previamente se propicie el “Acuerdo” con el Gobierno Nacional invocando por ejemplo la representación mayoritaria de las entidades territoriales, pues la norma constitucional pertinente, en términos irreductibles, impone un “Acuerdo” con el gobierno y ese “Acuerdo” indiscutiblemente tiene que materializarse so pena de burlar el claro e inequívoco mandato superior plasmado en el artículo 361, inciso 8 de la Carta que reza: “Los fondos de Ciencia, Tecnología e Innovación y de Desarrollo Regional tendrán como finalidad la financiación de proyectos regionales acordados entre las entidades territoriales y el Gobierno Nacional.” (Subrayado fuera de texto).

Los magistrados María Victoria Calle Correa y Luis Guillermo Guerrero Pérez se reservaron la presentación de eventuales aclaraciones de voto. 

LUIS ERNESTO VARGAS SILVA
Vicepresidente 

